El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO AL TRABAJO / IUS VARIANDI / CASOS EN QUE EL TRASLADO DEL TRABAJADOR VULNERA SUS DERECHOS FUNDAMENTALES O LOS DE SU FAMILIA.
“… en lo que toca con el requisitito de subsidiaridad para dirimir controversias relacionadas con traslados laborales, la Corte Constitucional, en la sentencia T-079 del 2017 recordó que: 

Para tales efectos, esta Corporación en sentencia T – 308 de 2015 estableció las condiciones que deben ser tenidas en cuenta al momento de determinar la procedencia del amparo constitucional en relación con este tipo de pretensiones. Estás son:

“(i) que la decisión sea ostensiblemente arbitraria, en el sentido que haya sido adoptada sin consultar en forma adecuada y coherente las circunstancias particulares del trabajador, e implique una desmejora de sus condiciones de trabajo; y

(ii) que afecte en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar”.
“En cuanto a la última condición, esta Corporación ha establecido que “como es lógico suponer que la mayoría de los traslados ordenados por necesidad del servicio implican un margen razonable de desequilibrio en la relación familiar porque supone reacomodar las condiciones de vida y cambios en la cotidianidad de las labores del trabajador, la jurisprudencia ha aclarado que la vulneración o amenaza de un derecho fundamental… se presenta en eventos en que, de las pruebas obtenidas o allegadas al expediente de tutela, se desprendan situaciones que resulten cargas desproporcionadas para el trabajador, como estas:

“a. Cuando el traslado laboral genera serios problemas de salud, especialmente porque en la localidad de destino no existan condiciones para brindarle el cuidado médico requerido.

“b. Cuando el traslado pone en peligro la vida o la integridad del servidor o de su familia.

“b. En los eventos en que las condiciones de salud de los familiares del trabajador, pueden incidir, dada su gravedad e implicaciones, en la decisión acerca de la constitucionalidad del traslado”. (…)
Esta acción de tutela es procedente habida cuenta de que una de sus beneficiarias es una persona de especial protección constitucional, la señora Fabiola Galeano de Rico, en razón a sus 101 años edad… y a las patologías que padece…; a lo cual se suma que, dadas las particulares circunstancias que este caso reviste… luce ineficaz cualquier otro mecanismo judicial ante la jurisdicción contencioso administrativa para resolverlo con la inminencia que se demanda.
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Acta No. 365 del 14 de agosto del 2019   




Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por la accionante frente al fallo dictado por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 4 de julio del año 2019, en esta acción de tutela que Raúl Armando Rico Galeano, promovió en contra de la Registraduría Nacional del Estado Civil.
 




ANTECEDENTES





El demandante presentó esta acción de tutela para invocar la protección de sus derechos fundamentales y también los de su núcleo familiar, integrado por él y su señora madre, conculcados dijo, por la Registraduría Nacional del Estado Civil.





Narró, en síntesis, que es Registrador Especial del Estado Civil de esta ciudad adscrito a la entidad desde el año 2003, que el 21 de mayo anterior fue notificado, que por razones del servicio, debía trasladarse a la ciudad de Manizales.




Debido a lo anterior, le solicitó al Registrador Nacional del Estado Civil reconsiderar el traslado, teniendo en cuenta que él es un adulto mayor próximo a cumplir 67 años de edad, en proceso de que se le reconozca su pensión de vejez y que desde hace 17 años vive con su señora madre que cuenta 101 años de edad, quien padece múltiples quebrantos de salud, entre ellos las secuelas de dos derrames cerebrales que le generaron una demencia no especificada y redujeron su desplazamiento a silla ruedas. Esa solicitud fue negada mediante comunicación del 4 de junio del 2019, con fundamento en que lo expuesto no era una circunstancia de fuerza mayor o caso fortuito, y además, la distancia entre las dos ciudades era apenas de una hora aproximadamente.





En relación con las particulares condiciones de su señora madre, explicó que debido a las patologías mentales que padece, ocasionalmente solo reconoce a sus únicos cuidadores que son, su sobrina, que no labora y se dedica exclusivamente su cuidado en el día, y a él, quien se encarga de su atención en las horas de la noche, y de ellos depende para su alimentación, suministro de medicinas, traslados a consultas médicas, entre otros.




También adujo que con el traslado se afecta notoriamente su mínimo vital y el de su familia, debido a que tendría no solo que costear su manutención en la ciudad a la que va a ser trasladado, sino también, tendría que seguir cubriendo los gastos de su familia aquí en Pereira.     
   



Pidió, entonces, dejar sin efectos la Resolución No. 4991 del 21 de mayo del 2019, mediante la cual se ordenó su traslado. 





Con auto del 19 de junio del 2019, el Juzgado de primera instancia dio impulso a la acción, y por pasiva citó al Registrador Nacional del Estado Civil y al Gerente de Talento Humano de la Registraduría Nacional del Estado Civil (f. 25, c. 1).




La representante judicial de la accionada compareció al trámite y explicó que el traslado del que es objeto el accionante obedece a las elecciones que se van a realizar el próximo 27 de octubre y está acorde con lo reglado en el artículo 67 de la Ley 1350 del 2009, norma de la que se extrae que el traslado es temporal, se realiza por necesidades del servicio, de cualquier empleado puede ser trasladado, es de obligatorio cumplimiento y su desacatamiento es causal de mala conducta.




Adujo que el acto administrativo que dispuso la movilidad del señor Rico Galeano no afecta sus derechos fundamentales, ni los de su familia, habida cuenta de que tiene efectos temporales; además, resaltó que en comparación con el traslado de otros registradores que deben dirigirse a territorios mucho más distantes, el suyo es a una ciudad que solo se encuentra a 1 hora y 5 minutos de viaje; por último refutó que el accionante tenga algún menoscabo de su mínimo vital, si se tiene en cuenta que el traslado es hacia un cargo de igual jerarquía cuya asignación salarial es de $9.942.952,oo a lo cual debe sumársele que se le reconocerán gastos de traslado por valor de $2.642.996,oo. (f. 29, c. 1).




Por su parte el Gerente de Talento Humano de la misma entidad, estimó que el traslado del que se duele el accionante no es arbitrario habida cuenta de que tiene un fundamento legal y es transitorio (f. 46, c. 1)




Sobrevino la sentencia de primera instancia en la que se negó el resguardo, porque el traslado ordenado por la Registraduría Nacional del Estado Civil obedeció a razones del servicio y con motivo del proceso electoral que se avecina, y además, es inexistente alguna jurisprudencia o ley que determine que él es una persona de especial protección constitucional (f. 51, c. 1)




En esta sede el accionante informó que el 8 de agosto le fue notificada la Resolución Número 8562 en la cual se ordenó su traslado de Manizales a Villavicencio, lo que empeora su situación y la de su familia en consideración a que ahora le tocaría trasladar su residencia a esa ciudad e incrementar sus gastos, además no podría estar al cuidado de su señora madre en horas de la noche (f. 4, c. 2).
  



CONSIDERACIONES

 



El artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

  



En uso de esa prerrogativa, Raúl Armando Rico Galeano invocó el amparo de los derechos fundamentales arriba señalados de los que son titulares él y su núcleo familiar, que consideró conculcados por la Registraduría Nacional del Estado Civil que, por necesidades del servicio, dispuso su traslado de su sede habitual de trabajo en esta ciudad a otra en la ciudad de Manizales, pese a que él, ante la entidad, hizo manifiestos los inconvenientes que de allí se derivan.




La legitimación en la causa por activa se cumple, por cuanto el señor Rico Galeano aboga por sus derechos y los de su núcleo familiar, integrado por él y su señora madre, Fabiola Galeano de Rico, que cuenta con 101 años de edad y padece quebrantos de salud que le impiden acudir en causa propia ante la judicatura; por pasiva también, si se tiene en cuenta que están citados al trámite el Registrador Nacional del Estado Civil, que fue la autoridad que emitió los actos administrativos que se estiman transgresores, y también lo está el Gerente de Talento Humano de la Registraduría Nacional del Estado Civil, que fue el funcionario que negó la solicitud de reconsideración de traslado que elevó el actor.  




En lo que respecta a los demás requisitos generales de procedencia, se cumple la inmediatez en la medida que el acto administrativo que dispuso el traslado data del 21 de mayo del año que avanza y esta demanda fue radicada el 19 de junio siguiente; ahora bien, en lo que toca con el requisitito de subsidiaridad para dirimir controversias relacionadas con traslados laborales, la Corte Constitucional, en la sentencia T-079 del 2017 recordó que: 




Para tales efectos, esta Corporación en sentencia T – 308 de 2015 estableció las condiciones que deben ser tenidas en cuenta al momento de determinar la procedencia del amparo constitucional en relación con este tipo de pretensiones. Estás son:





“(i) que la decisión sea ostensiblemente arbitraria, en el sentido que haya sido adoptada sin consultar en forma adecuada y coherente las circunstancias particulares del trabajador, e implique una desmejora de sus condiciones de trabajo; y





(ii) que afecte en forma clara, grave y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar”





En cuanto a la última condición, esta Corporación ha establecido que “como es lógico suponer que la mayoría de los traslados ordenados por necesidad del servicio implican un margen razonable de desequilibrio en la relación familiar porque supone reacomodar las condiciones de vida y cambios en la cotidianidad de las labores del trabajador, la jurisprudencia ha aclarado que la vulneración o amenaza de un derecho fundamental del docente o de su familia no corresponde a situaciones razonables o ´normales´ de desajuste familiar o personal en la medida en que correspondan a cargas soportables, sino que se presenta en eventos en que, de las pruebas obtenidas o allegadas al expediente de tutela, se desprendan situaciones que resulten cargas desproporcionadas para el trabajador, como estas:





a. Cuando el traslado laboral genera serios problemas de salud, especialmente porque en la localidad de destino no existan condiciones para brindarle el cuidado médico requerido.





b. Cuando el traslado pone en peligro la vida o la integridad del servidor o de su familia.





b. En los eventos en que las condiciones de salud de los familiares del trabajador, pueden incidir, dada su gravedad e implicaciones, en la decisión acerca de la constitucionalidad del traslado.





c. Y, en aquellos eventos donde la ruptura del núcleo familiar va más allá de una simple separación transitoria, ha sido originada por causas distintas al traslado mismo o se trata de circunstancias de carácter superable”
 





Por tanto, las condiciones particulares de quien pretende ser trasladado y de su núcleo familiar resultan determinantes al momento de proceder la intervención del juez constitucional para proteger los derechos familiares del solicitante y de su entorno.
  





Esta acción de tutela es procedente habida cuenta de que una de sus beneficiarias es una persona de especial protección constitucional, la señora Fabiola Galeano de Rico, en razón a sus 101 años edad (f. 17, c. 1) y a las patologías que padece, algunas de ellas visibles en la historia clínica allegada al expediente (f. 2 a 5); a lo cual se suma que, dadas las particulares circunstancias que este caso reviste, que en adelante quedarán expuestas, luce ineficaz cualquier otro mecanismo judicial ante la jurisdicción contencioso administrativa para resolverlo con la inminencia que se demanda. 
  



En este punto vale acotar que no sería procedente la demanda si su único beneficiario fuera el señor Raúl Armando Rico Galeano, esto si se tiene en cuenta que su edad de 66 años (f. 16, c. 1), no alcanza un punto de fuerza suficiente para considerarlo como persona de la tercera edad, en cuanto atañe a solicitudes de índole laboral, como lo ha sostenido la misma Corte Constitucional
; y, además, las denuncias relacionadas con el quebranto a su derecho al mínimo vital y el de su familia, se estiman exiguas en contraste con la estabilidad laboral que ofrece su cargo y que enrostró en su contestación la accionada.  




Ahora bien, en este concreto asunto, en el expediente está probado que:

(i) Mediante la Resolución N° 4991 del 21 de mayo del 2019, el Registrador Nacional del Estado Civil, considerando que se está adelantando el proceso de inscripción de cédulas para las elecciones que se llevarán a cabo el próximo 27 de octubre del 2019, por necesidades del servicio y al tenor de lo reglado en el artículo 67 de la Ley 1350 del 2009, dispuso trasladar a algunos servidores públicos de la planta de personal de esa entidad, entre ellos al aquí accionante, de Pereira a Manizales (f. 6, c. 1)
(ii) Con petitorio radicado el 27 de mayo del 2019 el demandante le solicitó al Registrador Nacional del Estado Civil que reconsiderara su traslado en consideración a que él es un adulto mayor en trámites para pensionarse y que tiene la responsabilidad de velar por el cuidado de su centenaria madre, con quien vive (f. 10, c. 1)
(iii) Esa solicitud fue negada por el Gerente de Talento Humano de esa entidad comoquiera que las circunstancias expuestas por el actor no constituyen un hecho de fuerza mayor o caso fortuito (f. 11, c. 1)
(iv) Por último, de lo aportado al expediente, también se sabe que por medio de la Resolución N° 8562 del 6 de agosto del año que avanza, el mismo Registrador del Estado Civil dispuso que el accionante fuera trasladado de Manizales a Villavicencio (f. 5, c. 2)
En primera instancia, se dijo, la protección se negó comoquiera la decisión de la Registaduría estuvo conforme con las facultades que ofrece la Ley 1350 del 2009 y además porque esta acción no se invocó como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

Coincide la Sala con esa decisión en el sentido de que la directriz administrativa que se cuestiona está revestida de legalidad. No obstante, sus efectos podrían menoscabar los derechos fundamentales de Fabiola Galeano de Rico y es en ese punto donde se debe detener el análisis. 

En ese sentido para la Sala se revela con claridad que  existe una única circunstancia que alteraría notablemente las condiciones de vida de la señora Galeano de Rico, y es que su hijo, Raúl Armando, no pudiera pasar la noche en la casa donde en la actualidad residen, esa situación sin duda, cuando menos, pondría en riesgo sus derechos fundamentales a la salud y a la vida, si se tiene en cuenta que su atención y cuidado en las horas nocturnas, según se informó y nunca se desmintió, depende de él exclusivamente y conviene que así se mantenga.
De ahí que, si el traslado es para Manizales y entre esa ciudad y esta, solo hay una hora de trayecto aproximadamente, se columbra impertinente la intervención del Juez constitucional para reversar lo dispuesto por el Registrador, habida consideración de que los efectos de su decisión no implican cargas desproporcionadas para el servidor público, a quien sin duda se le hace posible viajar diariamente, fuera de que él es consciente de las dificultades ordinarias que su dignidad demanda en época de elecciones, sin que pueda echar mano de las dificultades económicas que de la directriz institucional se derivan, porque en relación con esa queja, lejos estuvo de demostrar que implicaran un menoscabo insuperable para él y su familia.  

Sin embargo, como quedó explícito en el recuento cronológico del proceso, en el transcurrir de la segunda instancia, acaeció un hecho nuevo que, pese a serlo, demanda la intervención excepcional de la Sala, porque dadas las especiales circunstancias de este caso, pretermitir su valoración en esta sentencia, sin duda, generaría un riesgo para la señora Galeano de Rico, que en principio, podría evitarse.  

Y es que refulge incontestable la gravedad que reviste el traslado a Villavicencio del que recientemente se dio aviso, si se tiene en cuenta que en esas circunstancias, sería dificultoso, por no decir imposible, que el señor Raúl Armando Rico Galeano, pudiera pernoctar todas las noches en la casa donde en la actualidad reside su familiar enferma.

Trasunto de ello, y como se ve que esa decisión administrativa sí deriva en un riesgo inminente para los derechos fundamentales de la señora Fabiola Galeano de Rico, a esta Colegiatura se le impone revocar la sentencia impugnada para en su lugar conceder el resguardo y dejar sin efecto la Resolución 8562 del 6 de agosto del año 2019, mediante la cual se ordenó el traslado del señor Raúl Armando Rico Galeano a la Ciudad de Villavicencio. 

También se le ordenará al Registrador Nacional del Estado Civil, que cualquier orden de traslado que se emita en relación con el servidor público Raúl Armando Rico Galeano, considere con estrictez sus particulares circunstancias familiares y las consideraciones vertidas en esta providencia. 
 



DECISIÓN

  



Por lo dicho, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, REVOCA la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto De Familia local el pasado 4 de julio, en esta acción de tutela que Raúl Armando Rico Galeano promovió en contra la Registraduría Nacional de Estado Civil. 




En su lugar se CONCEDE la protección invocada.





En consecuencia:





(i) Se deja sin efecto la Resolución N° 8562 del 6 de agosto del 2019 emitida por el Registrador Nacional de Estado Civil.
(ii) Se ordena al Registrador Nacional de Estado Civil que cualquier orden de traslado que se emita en relación con el servidor público Raúl Armando Rico Galeano, considere con estrictez sus particulares circunstancias familiares y las consideraciones vertidas en esta providencia. 





Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


        DUBERNEY GRISALES HERRERA

        Salvamento de voto
� Estas reglas pueden encontrarse, entre otras, en las sentencias T-065 de 2007, T-305 de 2007, T-264 de 2005, T-484 de 2004 y T-486 de 2004”.


� Consultar, entre otras, las Sentencias T-715 de 1996 y T-288 de 1998.


� Sentencia T-339 de 2017: 26. “En términos prácticos, de los distintos criterios (cronológico, fisiológico y social) que sirven para fijar cuándo una persona puede calificarse en la tercera edad, esta Corporación ha optado por precisar una edad concreta, en asocio con la esperanza de vida certificada por el DANE, que varía. Actualmente la esperanza de vida oficial, se encuentra estimada aproximadamente en los 76 años de edad. Por lo tanto, una persona será considerada de la tercera edad solo cuando supere esa edad, o aquella que certifique el DANE para cada periodo.”





